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(Sin corregir) 


PRESIDE: — Señor Representante Pablo Abdala. 
MIEMBROS: Señores Representantes José Luis Blasina y Esteban Pérez. 


INVITADOS: Por los funcionarios de OSE-CREDIMAT, señora Silvia Rosano Gutiérrez (Treinta y Tres), 
señores Juan Carlos Pardo (Flores), Alvaro Ramón Pérez y Eduardo Guillermo Dati 
(Florida), Inocencio René Patrón y Carlos Alberto Zunino (Canelones). 


Por la Coordinadora de Jubilados y Pensionistas del Uruguay, señores Alonso Tanuri, 
Presidente; Héctor Morales, Secretario; María Celia Ibarra, Tesorera, señoras Irma Mateos 
Guerrero y Anatolia Cáseres Núñez y señor Humberto Correa Chirigliano, Consejo Directivo 
y señores Medardo Doglio Garrido, Mario Salomé Trápani, Baltasar Perugorría, Juan 
Martínez y Héctor Charquero. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


Esta Comisión tiene mucho gusto en recibir a la delegación de funcionarios de OSE-CREDIMAT, integrada 
por la señora Silvia Rosano Gutiérrez, de Treinta y Tres; y los señores Juan Carlos Pardo, de Flores; Alvaro 
Ramón Pérez, de Florida; Inocencio René Patrón, de Canelones; Carlos Alberto Zunino, de Canelones; y 


Eduardo Guillermo Dati, de Florida. Sabemos que los aqueja una situación compleja en virtud de su relación 
laboral con la empresa OSE, que se interrumpió recientemente. 


También nos consta y nos parece importante decir, a los efectos del encuadre de esta reunión, que hay un 
proyecto de ley con media sanción, aprobado por la Cámara de Senadores, radicado en este momento en otra 
Comisión de la Cámara de Representantes, en la Comisión de Presupuestos que, por razones de competencia, 
es la que debe pronunciarse en primera instancia y asesorar al Cuerpo. De manera tal que esta Comisión de 
Seguridad Social no va a tener injerencia directa en el tema, sin perjuicio de que sus integrantes representan 
las distintas bancadas parlamentarias y seguramente podrán trasladarle a los colegas que están trabajando 
directamente en este tema los resultados de esta reunión. Hago esta salvedad porque me parece importante 
que ustedes lo tengan presente, ya que no tienen por qué ser expertos en la mecánica parlamentaria ni cómo 
se distribuye el trabajo en el Parlamento. 


Independientemente de lo que ustedes nos digan y del resultado de la reunión de hoy, vamos a interiorizarnos 
de la suerte que este proyecto corra en el ámbito de la Cámara; la circunstancia de que tenga media sanción 
parecería estar indicando que habría voluntad política para solucionar el tema. Sin embargo, es necesario que 
esa voluntad se reitere en la segunda Cámara a los efectos de que el proyecto se convierta en ley. 


SEÑOR ZUNINO.- En primer lugar, quiero agradecer que nos hayan recibido. 


Somos ciento treinta trabajadores, y día a día estamos quedando sin fuente de ingresos. Setenta personas ya 
se han quedado sin el seguro de desempleo. Hay otros treinta o cuarenta que van a pasar al seguro de paro y 
la incertidumbre es tan grande que ha llegado a afectar enormemente a nuestras familias. Somos trabajadores 
de pico y pala, que hacemos el trabajo más degradante que puede existir: la conexión al saneamiento. 
Venimos haciendo esto desde hace ocho o diez años y ganamos $ 4.500 por mes. Esto lo hemos manifestado 
en otras Comisiones y queremos el apoyo político, para que nos den una mano. Cuando el Directorio de OSE 
concurrió a la Comisión de Legislación del Trabajo del Senado manifestó que no tenía las herramientas 
jurídicas para hacerse cargo de nosotros. La Comisión de Legislación del Trabajo elaboró un proyecto de ley 
que fue aprobado por unanimidad en el Senado. 


No venimos acá a pedir una ley para descongestionar cárceles ni para que nos integren a un plan de 
emergencia para que nos regalen $ 1.300. Lo que venimos a pedir es que contemplen nuestra fuente de 
trabajo. Sabemos que no somos los únicos pobres del país; existen muchas carencias y problemas. 


Nosotros somos idóneos en esta materia. Por ejemplo, OSE en Montevideo y en el interior no tiene gente. En 
Canelones hay seis mil obras potenciales para realizar. La gente llama todos los días preguntando cómo 
puede hacer para conectarse, para pedir el medidor o para arreglar una conexión, porque llaman a OSE y 
viene en quince o veinte días. Reitero que nosotros somos idóneos en la materia y lo único que pretendemos 
es mantener nuestra fuente de trabajo. Ganamos $ 4.500, no es una fortuna, pero a nosotros nos ha servido 
para mantener a nuestras familias. 


SEÑOR PARDO.- También quiero agradecer que nos hayan recibido. 


Yo estuve en el seguro de paro durante seis meses y en octubre se me terminó. Tengo cuatro hijos para 
mantener y la única entrada de mi casa era mi trabajo. Todo lo que hemos peleado hasta este momento era 
para ver si podemos volver a tener el trabajo que teníamos. Esa es mi inquietud. 


SEÑOR DATI.- Quiero agradecer que nos hayan recibido. 


Sabemos que aquí cada uno representa su partido político pero queremos que intercedan por nosotros como 
seres humanos. 


Somos ciento treinta trabajadores, y unas quinientas veinte personas dependen de esto. Estamos preocupados. 
Hace dos meses que se nos acabó el seguro de paro y llegan estas fechas y se nota más. Es un sacrificio venir 
del interior. Hay gente que viene de Salto, de Treinta y Tres, de Florida y de Canelones. Desde hace meses 
hacemos un sacrificio para venir, todas las veces. En el Senado golpeamos cada puerta; nos atendieron, nos 
recibieron y les explicamos nuestra situación. Lo mismo estamos haciendo en la Cámara de Representantes. 


Queremos que se pongan de nuestra parte y vean lo que estamos sufriendo; verdaderamente, estamos pasando 
momentos muy difíciles. Teníamos este trabajo, de un día para otro se nos cortó y con el seguro de paro se 
nos redujo el dinero casi a la mitad. Ahora se nos terminó el seguro de paro y estamos más nerviosos todavía. 


Apelando a que vean nuestra situación, todos los datos de cómo se trabajaba y lo que hacíamos, dejamos esto 
en sus manos. 


SEÑOR ZUNINO.- Quiero mostrarles una foto para que vean el trabajo que nosotros hacemos. 


Nosotros hacíamos la conexión intradomiciliaria, pero a su vez, como OSE no tiene personal, hacíamos la 
conexión al colector de la calle, trabajo que le corresponde a OSE. Nosotros realizábamos esa conexión 
porque OSE no tenía personal. Hicimos este trabajo durante ocho o diez años. 


No queremos ser reiterativos en nuestro reclamo. Lo único que pedimos es mantener nuestra fuente de 
trabajo, nada más. No venimos a decirle a OSE que se ponga de nuestro lado ni nada por el estilo. Queremos 
mantener la fuente de trabajo para seguir trabajando. No queremos un puestito con computadora o aire 
acondicionado; queremos el pico y la pala para poder seguir trabajando, sea por $ 4.500 o por $ 5.000. 


Ciento treinta compañeros han hecho un esfuerzo tremendo para venir cada día a las Comisiones. Ayer 
vinimos a la Comisión de Presupuestos y no había quórum. Después nos dijeron que no se habían podido 
reunir porque no tenían la versión del Directorio de OSE. Vino gente de Treinta y Tres y de Florida que están 
en el seguro de paro e, inclusive, algunos a los que se les terminó. No tienen medios económicos para 
moverse. Hay gente que ha venido a dedo con camiones de carga. Estamos pasando por un momento muy 
difícil. 


OSE decía que necesitaba una herramienta jurídica que le brindó la Comisión de Legislación del Trabajo del 
Senado. No sé cuál es el problema ahora para concurrir a la Comisión de Presupuestos y plantear lo mismo 
que en el Senado. 


Tenemos la versión taquigráfica correspondiente. 
SEÑOR DATI.- Voy a leer algunos párrafos. 


El señor Uriarte, Secretario General del Directorio de OSEÉ dice lo siguiente: "Respecto a lo que planteó el 
señor Senador Saravia debo decir que nosotros tenemos voluntad de diálogo, lo que no tenemos son 
herramientas. Esto también está ligado a lo que planteaba el señor Senador Gallinal y, efectivamente, estamos 
hablando de gente que, con mucha suerte, ganaba $ 7.000 o $ 8.000 por mes, dependiendo de la cantidad de 
conexiones que hicieran, salvo algún administrativo que pudiera ganar un poco más". "Es verdad que 
tenemos carencia de personal pero -vuelvo a decir- para tomar una decisión en ese sentido debemos tener una 
norma que nos habilite, ya sea que la establezca la Oficina Nacional del Servicio Civil o el Parlamento" 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Desde cuándo se arrastra esta situación? ¿Hubo un vencimiento del 
contrato que ligaba a la empresa con OSE, o del contrato que los ligaba a ustedes con la empresa? No 
conozco esa situación. 


También quisiera saber quién está cumpliendo hoy la función que desempeñaban ustedes en el ámbito de 
OSE. Presumo que si OSE les expresó que necesita una herramienta jurídica, piensa reinstalarlos en esa 
labor. 


Por lo tanto, les pido que nos den algún dato concreto, sin extenderse demasiado. 


SEÑOR DATI.- Debo aclarar que CREDIMAT no es una empresa, sino un plan financiado por un 
préstamo del exterior. CREDIMAT funciona en el segundo piso del edificio de OSE, tiene gerente y 
todo un sistema orgánico que funciona dentro del ente. 


Por otra parte, el Presidente y el Secretario General de OSE, antes de reunirse con la Comisión del Senado, 
hablaron con nosotros. Venimos hablando con la gente de OSE desde abril. El mismo asesor del Directorio 


fue quien nos dijo: "Lo que les queda es hablar en el Parlamento, como pasó en el caso de Uragua, y si los 
Senadores y Diputados tienen voluntad política podrán solucionar esta situación". Eso hicimos, y desde abril 
hablamos en el Senado -hasta que se votó el proyecto- y ahora en Diputados. 


SEÑOR BLASINA.- Este proyecto fue aprobado en el Senado y ahora está radicado en la Comisión de 
Presupuestos de esta Cámara. Nuestros invitados dijeron que ayer vinieron para reunirse con la 
Comisión de Presupuestos y no los pudieron recibir. Entonces, pregunto si ya habían estado antes en 
esa Comisión, y si solicitaron una nueva entrevista. 


SEÑOR ZUNINO.- Estuvimos en la Comisión de Presupuestos para plantear nuestras inquietudes; 
ayer se reunía para votar el proyecto, pero la bancada de Gobierno dijo, antes de votarlo, que quería 
conocer la versión de OSE. Esto fue lo que nos informó la Secretaria de la Comisión. 


SEÑOR DATI.- Nos preocupan los tiempos porque sabemos que el 15 de diciembre los Diputados se 
van de licencia, y nosotros queremos que este proyecto se apruebe antes porque, de lo contrario -como 
pasó ayer con la Comisión de Presupuestos que no pudo funcionar por falta de quórum, la solución se 
alargaría hasta abril. Esto nos preocupa, porque ¿qué hacemos si no cobramos en cuatro o cinco 
meses? Nos volveríamos locos; ya estamos nerviosos. 


Además, nosotros representamos a todos los compañeros del país que trabajan en este plan de CREDIMAT, y 
cuando llegamos a nuestros pueblos nos están llamando y preguntando qué pasó. Hay gente que está 
desesperada y no sabe qué hacer. Además, todos sabemos que no hay fuentes de trabajo, y casi todos vivimos 
en pueblos donde no hay empresas ni changas en que trabajar. Esa es nuestra gran preocupación. Si 
viviéramos en ciudad, más o menos nos revolveríamos con algo, pero en los pueblos, no. No tenemos ni un 
peso. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Trasladaremos los antecedentes de esta reunión a la Comisión de 
Presupuestos, y también haremos contactos políticos porque, independientemente de que 
representemos a un partido político o a otro, todos pertenecemos a esta Casa. 


A fin de tranquilizar a nuestros invitados, quiero decir que no deberían interpretar la falta de quórum de la 
Comisión de Presupuestos, que tendría que haberse reunido ayer, como una falta de voluntad de aprobar el 
proyecto, ya que fue un día muy especial porque, como se sabe, hubo una interpelación, y las interpelaciones 
generalmente están precedidas por reuniones de las distintas bancadas. 


Por otra parte, parecería sensato que la Comisión, o alguna bancada, pretenda conocer la opinión de su 
Directorio en un tema relacionado con OSE. 


Entiendo la ansiedad y la preocupación de nuestros invitados, y esperamos que esa demora haya sido un 
hecho natural de la dinámica parlamentaria. 


Agradecemos la visita de los funcionarios de OSE-CREDIMAT, y la Comisión hará el esfuerzo que esté a su 
alcance. 


(Se retiran de Sala los trabajadores de OSE- CREDIMAT) 


(Ingresa a Sala una delegación de la Coordinadora de Jubilados y Pensionistas del Uruguay) 


La Comisión de Seguridad Social, una vez más y con mucho gusto, le da la bienvenida a la 
Coordinadora de Jubilados y Pensionistas del Uruguay. La delegación está integrada en el día de hoy - 
no creo poder nombrarlos a todos, pero sí a quienes se me ha informado que están presentes- por el 
señor Alonso Tanuri, Presidente; el señor Héctor Morales, Secretario; la señora María Celia Ibarra, 
Tesorera; las señoras Irma Mateos Guerrero y Anatolia Cáseres Núñez y el señor Humberto Correa 
Chirigliano, integrantes del Consejo Directivo, y los señores Medardo Doglio Garrido, Mario Salomé 
Trápani, Baltasar Perugorría, Juan Martínez y Héctor Charquero. 


Tenemos una limitante de tiempo, pero como la organización que ustedes representan y esta Comisión tienen 
una relación fluida, podremos encontrarnos todas las veces que sea necesario. 


SEÑOR MORALES.- Muchas gracias por recibirnos otra vez. 


El tema que nos convoca hoy nos afecta directamente. La seguridad social uruguaya, de la cual los uruguayos 
nos sentimos orgullosos durante muchas décadas, a consecuencia del Acto Institucional N? 9 de la dictadura y 
de la Ley N* 16.713, tuvo una transformación total. Uruguay pasó de tener una de las seguridades sociales 
más humanistas del planeta, a estar dentro de los trece o catorce países que tienen un sistema mixto de 
capitalización individual, el que nosotros catalogamos de perverso, antihumano y que en este momento 
excluye a cerca de 800.000 uruguayos. A su vez, las prestaciones que tiene la inmensa mayoría de quienes 
estamos amparados dentro de ese sistema, no alcanzan para satisfacer las necesidades básicas. 


Nosotros venimos luchando desde que éramos trabajadores y también cuando pasamos a ser jubilados, para 
transformar esta seguridad social, para volver a la que teníamos e inclusive mejorarla, para volver a sentirnos 
orgullosos, para que no excluya a ningún uruguayo o habitante de esta tierra y para que alcance, por lo 
menos, a satisfacer las necesidades básicas. Cuando creíamos que se estaba trabajando para transformar la 
seguridad social, con mucho dolor -reitero, con mucho dolor, y nos caben las generales de la ley- nos 
encontramos con que se estaba elaborando un proyecto de ley, que finalmente se presentó al Parlamento por 
parte del Poder Ejecutivo, por el cual se amparaba a los deudores, no de los aportes patronales sino a los que 
se quedaron con los aportes de sus trabajadores porque nunca los vertieron al Banco de Previsión Social, ya 
que los tenían en negro. En esa situación hay treinta mil empresas; treinta mil empresas que contribuyeron al 
vaciamiento del Banco de Previsión Social -no es verdad que tiene déficit- a través de las exoneraciones, de 
la evasión y de las AFAP, que se llevaron US$ 2.000:000.000 desde el año 1996 hasta hoy. Precisamente, la 
evasión fue uno de los actores principales de ese vaciamiento. US$ 300:000.000 se han ido solamente porque 
esas empresas se quedaron con la plata que le descontaron a los trabajadores, que salió del bolsillo y del 
esfuerzo de los trabajadores. Cuando al trabajador se le descontó esa plata, tuvo que haber sido vertida 
inmediatamente al BPS. 


Este proyecto de ley comienza diciendo que se ampara en los artículos 32 a 34 del Código Tributario; 
nosotros creemos que comienza fallando, porque el artículo 32 del Código Tributario establece lo siguiente: 
"Las prórrogas y demás facilidades sólo podrán concederse cuando a juicio del organismo recaudador existan 
causas que impidan el normal cumplimiento de la obligación; las mismas no podrán exceder de treinta y seis 
meses". Acá no está configurado ese caso; no es dinero de las empresas, no es que a las empresas les haya ido 
mal porque al país le haya ido mal. Las empresas le descontaron al trabajador y se quedaron con su plata. 
¿Qué pasó con ese trabajador? Quedó fuera de la seguridad social; perdió todo derecho a la seguridad social; 
no tuvo DISSE, no tuvo seguro de enfermedad y si estaba en la AFAP, esta se quedó con el poco capital que 
pudo haber tenido -no le importa si la gente tiene trabajo o no, si se le descuenta o no, igual cobra todos los 
meses-, por lo que ese trabajador quedó totalmente desprotegido. 


Todos los días, decenas de personas -a veces al final de la semana son centenares- visitan el local de la 
Coordinadora o llaman por teléfono pensando que tienen causal jubilatoria porque trabajaron treinta y cinco, 
treinta y seis, treinta y ocho o cuarenta años. Cuando van al Banco de Previsión Social, algunos directamente 
a jubilarse y otros a empezar a armar su historia laboral, se encuentran con que todavía no tienen la causal 
jubilatoria, porque resulta que los patrones les descontaban y les decían que aportaban al Banco de Previsión 
Social, pero no lo hacían. Se podrá decir que el trabajador debe ser responsable y cuidar de que efectivamente 
esto se haga, pero el trabajador no sabe de estas cosas, lo que sabe es trabajar; son pocas las personas que 
conocen este funcionamiento. Es más -es algo que nos pasó a todos-: el trabajador se preocupa de la 
seguridad social cuando llega el momento de jubilarse, antes no. Y resulta que este proyecto de ley ahora 
viene a amparar a esas patronales que se quedaron con el aporte de sus trabajadores 


Nosotros creemos que hay una clara violación del artículo 32 del Código Tributario, pero también hay una 
clara violación del Código del Proceso Penal, porque el patrón que se queda con el dinero de sus trabajadores 
está incurriendo en un delito, que está configurado con el nombre de apropiación indebida, y que tiene pena 
de cárcel. Esto es como si alguno de nosotros o ustedes vamos por la calle, viene un ladrón, nos roba, el 
policía lo agarra en la esquina y el ladrón le dice: "Espere, señor policía, que voy a ver si puedo arreglar con 
la persona a la cual yo le robé". Y viene y me plantea: "Mire, le voy a pagar en cuotas lo que le robé". Esto es 
lo mismo. Sin embargo, aquí, a este delincuente especial que se quedó con los aportes de sus trabajadores, 


ahora lo va a proteger la ley y ahora se va a blanquear el delito que cometió. Y nosotros nos preguntamos: 
¿quién paga el sufrimiento que padeció el trabajador que fue víctima de ese delito? 


Se argumenta que es para proteger a los trabajadores y para que ingresen al sistema, porque hay treinta mil 
empresas fuera del sistema y decenas de miles de trabajadores en esa situación. Quienes hicieron este 
proyecto de ley conocen la historia de estas conductas. Toda la vida los patrones hicieron lo mismo con los 
aportes patronales: una calesita. Pagaban a principio de año para conseguir los certificados que les 
permitieran importar, exportar, adquirir maquinaria, vender al Estado o bien realizar cualquier trámite para el 
que fuera necesario presentar los certificados del BPS o de la DGI, y después de que los conseguían dejaban 
de pagar, y al año siguiente volvían a hacer la misma calesita, con convenios que jamás cumplían. Así se 
conformó esa deuda de US$ 300:000.000. 


Ahora, en ese proyecto de ley se dice que a aquella empresa que deje de cumplir con el compromiso de los 
convenios establecidos a 36 y 72 meses, se le van a sacar los certificados. Nosotros creemos que acá hay una 
buena intención, pero también un error tremendo de ingenuidad, porque en este país hay cantidad de gente 
que niega la lucha de clases, pero nosotros somos conscientes de que la lucha de clases existe. El patrón va a 
tirar siempre para su lado y va a tratar de proteger sus intereses, aunque para ello tenga que incurrir en un 
delito, como en este caso. Entonces, va a firmar un convenio con el BPS y luego va a tener la misma 
conducta que tuvo hasta ahora: seguirá haciendo la calesita, y no hay otra. No hay otra, la vida lo demuestra. 


Cuando fui invitado personalmente por un compañero del sector político del Diputado que presentó el 
proyecto de ley de libertades sindicales, yo salí maravillado, porque venía a poner las cosas en su lugar. No 
era para proteger a Juan Castillo, a Carlos Cachón, o a Julio García, los compañeros que tienen detrás un 
sindicato consolidado, porque a ellos los protegen los propios trabajadores que representan. Era para proteger 
a aquellos trabajadores que recién comenzaban a formar un sindicato: los de los supermercados, los de las 
estaciones de servicio, los de los comercios, etcétera, es decir, aquellos lugares en donde no había sindicatos. 
Y ustedes vieron el comportamiento que tuvo la ley. Hace varios meses que está aquí; en la Cámara de 
Representantes se le dio un buen tratamiento, pero ahora no se sabe qué es lo que va a pasar con la ley. 
Entonces, nosotros pensamos que hay un pecado de ingenuidad en este proyecto de ley, porque se dice que se 
va a quitar el certificado si el patrón no cumple con el compromiso asumido al firmar el convenio, y nosotros 
tenemos dudas de cómo va a salir del Parlamento esa ley. Tenemos todo el derecho a tener esas dudas, por lo 
que vemos que pasa con otros proyectos de ley como el que acabo de señalar. 


Es una lástima que la gente que trabaja en la seguridad social no haya tomado en cuenta las copias que les 
hicimos llegar de las resoluciones tomadas en nuestro 6” Congreso, del que nos sentimos orgullosos, porque 
demostramos que mujeres y hombres mayores de este país tienen una capacidad de creatividad y un 
compromiso de trabajo como quizás no tienen otros sectores de la sociedad. Tomamos la seguridad social, le 
hicimos una radiografía y estudiamos cada uno de los problemas que nosotros, modestamente, entendíamos 
que existían. Trabajamos para recuperar y mejorar la seguridad social de la cual los uruguayos nos sentíamos 
orgullosos. Nadie le dio bolilla -perdón por la expresión- a ese trabajo que con tanto amor y empeño 
estuvimos haciendo durante tres días. 


En una de las resoluciones establecíamos la modificación de la Ley N* 15.840, que establece que aquel que 
tiene deuda con el BPS, aunque tenga la edad y los años de trabajo requeridos, no puede jubilarse o adquirir 
una prestación hasta no saldar la deuda. En ese proyecto que surgió de nuestro Congreso, nosotros 
proponíamos que se jubilara al trabajador independiente y al trabajador dependiente que tenía ese problema, 
es decir, que tenía deudas con el BPS. Nosotros amparábamos el caso en que el patrón se quedara con los 
aportes del trabajador y el caso del trabajador independiente, el bolichero, el quiosquero, el mecánico en un 
taller, a quien un día, por las crisis endémicas de este país, le fue mal, tuvo que cerrar y tal vez no sabía que 
tenía que dar este cierre en el BPS o en la DGI, o bien en ese momento no pudo pagar porque no tenía el 
dinero necesario. Tampoco se nos atendió. 


Ahora este proyecto de ley recoge una parte de esa propuesta que nosotros hicimos: pretende amparar al 
trabajador independiente. Se le va a otorgar la jubilación y se le va a descontar un 30% de su magra 
prestación, porque no se olviden de que se va a jubilar como patrón, como trabajador independiente, una de 
las prestaciones más bajas que hay dentro de la seguridad social. Entonces, al patrón le van a dar hasta 72 
meses de facilidades, y a este hombre le van a sacar un porcentaje de su magra jubilación; pero peor le va a ir 
al trabajador dependiente, que no está contemplado en este proyecto de ley que plantean el BPS y el Poder 


Ejecutivo; no está contemplado. Y nosotros, este tratamiento que se propone dar a los grandes evasores, a los 
evasores históricos de este país al otorgarles facilidades, al facilitarles la vida, lo comparamos con el 
sacrificio, con el "via crucis” que tienen que hacer miles de hombres y mujeres de este país para conseguir 
una prestación del BPS, deambulando durante meses y meses por la sede del organismo y por las agencias y 
sucursales del interior del país, tratando de conseguir una prestación. 


Miren: hace un rato me llamó la madre de un Diputado uruguayo, que fue a pedir una jubilación por edad 
avanzada porque resulta que pasó lo que describía anteriormente: se creyó que tenía los años para jubilarse, 
pero sus patrones la habían robado y se habían quedado con los aportes que le habían descontado. Como 
tenía años para una jubilación por edad avanzada, presentó la solicitud, y ahora me llamó sumamente 
preocupada, llorando, porque fue a la sucursal del Banco de Previsión Social de Las Piedras, que fue donde 
hizo el trámite, y resulta que perdieron el expediente. Historias como esas tenemos todos los días. 


Tenemos compañeros que van a pedir una pensión por discapacidad y resulta que si el hijo -que a su vez tiene 
cuatro o cinco hijos- vive con él o a trescientos kilómetros, pero gana más de determinada cantidad de dinero 
que no le alcanza para satisfacer las necesidades de su familia, no le dan la prestación, aunque el Banco de 
Previsión Social tiene la obligación de hacerlo. 


Todos los días viene gente que está discapacitada para trabajar, porque se trata de personas con enfermedades 
de todo tipo: cardíacas, motrices o mentales, y van a pedir una jubilación por discapacidad al Banco de 
Previsión Social y se encuentran con la valla del "baremo" que establece que si no tienen un 50% de 
discapacidad no se les da nada. Si tiene más de un 50% y menos de un 66% de discapacidad se otorga un 
subsidio transitorio por tres años, para el cual hay que renunciar al trabajo -esta historia ya la contamos en la 
Comisión-, pero resulta que si a los tres años no llega al 66% de discapacidad se queda sin trabajo, sin 
jubilación y con una enfermedad encima 


Todos los días llegan a nuestra coordinadora infinidad de personas que sufren esos problemas y otros que no 
alcanzaría el tiempo para describir. Sin embargo, no vemos tanto empeño con respecto a esto, y lo decimos 
con dolor porque estamos hablando de gente que queremos y apreciamos, pero que no nos escucha. Vemos 
que se está trabajando para favorecer a gente evasora, en la mayoría de los casos, a delincuentes avezados 
que se las saben todas y que año a año engañan al BPS, al Estado y a la sociedad uruguaya, y mientras tanto 
ellos se dan la gran vida. 


Venimos a pedir a la Comisión de Seguridad Social que estudie esto, porque, inclusive, nos preguntamos -no 
somos abogados y por eso no sabemos- si una ley común puede borrar un delito penal. El artículo 7* del 
proyecto de ley establece: "La suscripción de convenio de pago por aportes personales y el cumplimiento de 
las cuotas acordadas, determinará la suspensión de las sanciones y procedimientos penales por la tipificación 
del delito de apropiación indebida", y a continuación se nombran los artículos de algunas leyes. O sea que 
aquí se comprueba, sabe el BPS que se había cometido un delito y que el Estado tenía la obligación de haber 
hecho la denuncia, pero no la hizo; y si la hizo, ahora se establece que se suspenden las acciones si acuerda 
pagar. Este es el mismo caso que yo mencionaba, del ladrón que roba a alguien en la calle y después acuerda 
pagarle en cuotas lo que le robó. Acá pasa lo mismo. Se dice: "Usted robó, pero si acuerda pagar vamos a 
suspender los efectos de ese delito que cometió". 


Me pregunto: ¿puede el Parlamento suspender o derogar las consecuencias de un delito penal porque una 
persona firme un convenio, cuando el delito ya fue consumado? No justificamos el delito, pero yo digo que 
para la pobre gente, para esos jóvenes desgraciados que la enorme mayoría de las veces cometen delitos por 
las crueldades de la sociedad en la que vivimos, no hay este tipo de facilidades, de magnanimidades, estos 
perdones que se dan a los grandes e históricos estafadores de nuestro pueblo. 


Nosotros venimos a pedirles que cuando vayan a tratar este artículo tengan en cuenta estas valoraciones. 
Quizá se pregunten por qué no han venido otras organizaciones a plantearlo. Es un problema de las otras 
organizaciones. A nosotros esto nos afecta porque afecta al Banco de Previsión Social, porque cuando 
pedimos un pequeño aumento, un aguinaldo, se nos dice que no hay plata; nos afecta porque acá se está 
estafando a la clase obrera de nuestro país, a nuestros hijos y a nuestros nietos. Eso nos duele, porque somos 
integrantes de la clase obrera y no nos gusta para nuestros hijos y nuestros nietos lo que no nos hubiera 
gustado para nosotros. 


Se podrá decir que con esto se va a arreglar la seguridad social, pero no es así que se va a resolver, según 
nuestro modesto entender, señores integrantes de la Comisión. Los problemas de la previsión social se 
arreglan, en primer lugar, derogando esa inhumana Ley N* 16.713, se arreglan derogando el Acto 
Institucional N* 9 de la dictadura, haciendo que nuestros hijos y nuestros nietos puedan trabajar y que 
nosotros, en el ocaso de nuestras vidas, tengamos prestaciones dignas con las cuales podamos satisfacer 
nuestras necesidades. Los uruguayos no guardamos la plata bajo el colchón; cuando la tenemos, la gastamos: 
adquirimos mejor calidad de vida, salud, vestimenta, vivienda, las cosas que conforman la vida del ser 
humano. 


Sé que vendrán otros a decir que esto no es así y que nosotros vemos fantasmas. La vejez no trae experiencia, 
no indica que tengamos razón en todo lo que decimos, pero algo conocemos de la vida de este país, y 
podemos decir que este proyecto de ley puede alentar a los buenos pagadores a que hagan lo mismo que 
hicieron los estafadores: "Total, después me aprueban un proyecto de ley que me ampara, puedo pagar como 
quiera y seguir haciendo lo mismo". Se está alentando y faltando el respeto a los buenos pagadores, a los 
empresarios que cumplen con sus obligaciones con la seguridad social. Desgraciadamente, los malos 
ejemplos son los que más efectos tienen; los que dan buenos ejemplos están catalogados de tontos por 
quienes se creen vivos en este país. 


Venimos a pedirles que estudien este proyecto y que no le den su voto favorable. Tenemos más razones, que 
transcribimos en la revista "El Hacha", que muchos de ustedes reciben. Allí hacemos una transcripción del 
proyecto de ley, decimos que no estamos de acuerdo con él y esgrimimos las razones, que están resaltadas 
con color. Vamos a dejar un ejemplar para cada integrante de la Comisión y una copia con las razones que 
esgrimió nuestro representante en el Directorio del BPS, el maestro Arturo Fernández, para abstenerse de 
votar este proyecto de ley. No lo votó en contra porque tenía un problema. Al entender del maestro 
Fernández, hay dos organizaciones que son las más representativas de los jubilados: la Organización 
Nacional de Jubilados y Pensionistas del Uruguay, ONAJPU, y la Coordinadora de Jubilados y Pensionistas 
del Uruguay. La ONAJPU había hecho acuerdo con este proyecto de ley, pero nosotros estábamos en 
desacuerdo con él. Como el maestro es representante de esas dos grandes organizaciones del país, se abstuvo 
de votar. 


Nos consta que el maestro Fernández fue presionado por parte de algunas autoridades del BPS para que no se 
abstuviera y votara favorablemente. Fue llamado a su casa a determinada hora de la noche -la ONAJPU 
todavía no se había pronunciado- para ver si la ONAJPU votaba a favor -ya estaba arreglado que iba a estar a 
favor-, a fin de dar visto bueno a ese proyecto de ley. El maestro Fernández, en una actitud muy digna que lo 
caracteriza, dijo que su postura era la abstención porque tenía otros motivos, que son los que están 
transcriptos en esa copia que acabo de dar al señor Presidente y que le pido que sea distribuida entre los 
demás integrantes de la Comisión para un mejor análisis. 


Podríamos pasar horas hablando de este tema, pero no queremos abusar de su tiempo ni del de nuestros 
compañeros. Lo dejamos por aquí. Estamos dispuestos a contestar cualquier pregunta. Y aclaro que esto no 
significa estar en contra de nadie, absolutamente de nadie. Estamos a favor del BPS, de la seguridad social e, 
inclusive, de este Gobierno, al que queremos ayudar porque si le va bien a él nos va bien a nosotros. 


SEÑOR TANURL.- Soy el Presidente de la Coordinadora de Jubilados y Pensionistas del Uruguay. Me 
voy a referir a uno de los aspectos que tomó nuestro Congreso y que nos tiene muy preocupados: el 
tema de la vivienda. 


Como los señores Diputados saben, desde el año 1987 los jubilados hacemos un aporte para las viviendas de 
los jubilados de más bajos recursos. 


El otro día los compañeros de Las Piedras nos daban cifras alarmantes. En los dieciocho años que lleva esta 
ley vigente, se han recabado US$ 450:000.000 que aportamos los jubilados -inclusive los que ganan muy 
poco- al Fondo Nacional de Viviendas para Jubilados. En dieciocho años se han entregado aproximadamente 
seis mil viviendas; quiere decir que se beneficiaron seis mil personas. Con los compañeros de Las Piedras 
calculábamos que quedan diez mil jubilados sin haber podido acceder a la vivienda. También calculábamos 
que esas seis mil viviendas -poniendo un precio que no tiene nada que ver con la calidad de las viviendas que 
se realizan- deben haber costado algo más de US$ 100:000.000. Nos preguntábamos si vamos a demorar 


veinte años más en otorgar la vivienda a estos diez mil jubilados que aún esperan. ¿Cuántos llegarán vivos? 
Pensamos que muy pocos o ninguno. 


En nuestro VI Congreso reclamábamos la aparición de los responsables de la desaparición de esos más de 
US$ 200:000.000 que faltan. Aparecieron aproximadamente US$ 82:000.000, que deben haber ido a pagar 
parte de la deuda externa. Si ese dinero apareciera, los jubilados que están esperando por la vivienda, en poco 
tiempo la tendrían. Pero hasta ahora este Gobierno, como otros anteriores, no ha metido el cuchillo a fondo 
sino que ha puesto cataplasma a cada uno de los problemas que nos afectan 


En ocasión de nuestra visita anterior a esta Comisión ese aspecto ya estaba planteado y entregamos las 
resoluciones del Congreso, pero lo queremos reiterar porque es algo muy grave. Allí también hubo 
apropiación indebida del sacrificio de muchos años de quienes menos ganamos y más hemos dado para que 
el país sea lo que es hoy. 


SEÑOR CHARQUERO.-- Esa sería la frutilla de la torta porque, obviamente, hay varios sectores que 
están incidiendo en esta ley, en forma justificada, pero que le erran en muchos aspectos. El artículo 17 
es una resolución de la DGI -más bien creo que del Ministerio de Economía y Finanzas- y establece: 
"Facúltase al Banco de Previsión Social a suspender la vigencia de los certificados previstos por los 
artículos 663 y 664 de la Ley N” 16.170 de 28 de diciembre de 1990, otorgados a empresas respecto de 
las cuales se hayan decretado medidas cautelares" 


Esto lleva al empresario a operar, según su libre albedrío, en la banca financiera, en el comercio exterior, en 
las exportaciones, sin la necesidad de presentar esos certificados que fueron la piedra angular para que el 
industrial, el productor o el comerciante estuviera al día, porque sin ellos no puede hacer ningún operativo. 


Ahora la DGI introduce este artículo, como postdata, al final de la ley, por el que establece la exoneración de 
presentar los certificados de estar al día con el Banco de Previsión Social. Se trata de otra medida que otorga 
-esto es obvio y salta a los ojos- amplias facultades a industriales, fabricantes, etcétera, de proceder con toda 
la libertad del mundo en su giro comercial o industrial. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Queremos situar el tema -procuraré representar la voluntad de todos los 
integrantes de la Comisión y expresarme de la forma más institucional posible- en sus justos términos. 


El informe que acabamos de escuchar es muy valioso para nosotros. Por cierto, se trata de una opinión con 
relación a una iniciativa que por ahora es un anteproyecto -aún no ha ingresado como proyecto de ley con 
iniciativa del Poder Ejecutivo como corresponde-, y para la Comisión siempre es importante incorporar 
visiones con relación a determinados temas, en particular de los sectores especializados en ellos. La 
delegación que hoy nos visita está especializada en estos temas, porque se trata de una organización dedicada 
directa y específicamente a la seguridad social. 


Quiero informar que hace pocos días la Comisión recibió al Directorio del Banco de Previsión Social y 
tratamos este tema, entre otros que integraban una larga agenda. El Directorio hizo una referencia genérica a 
él y hasta este momento la Comisión ha tenido un contacto muy general, casi epidérmico, con relación a las 
ideas que se manejan en materia de refinanciación de adeudos. Se nos entregó este anteproyecto de ley que 
estamos analizando, con la salvedad de que fue elevado al Poder Ejecutivo, que es el que formalmente 
tomará o no -presumimos que sí- la decisión final de ejercer la iniciativa legislativa y de enviarlo al 
Parlamento. Los integrantes de esta Comisión lo estamos analizando de manera preliminar; este es un análisis 
que formalmente no ha comenzado más que en etapas, reitero, de carácter preliminar. 


Como siempre el señor Morales ha dicho cosas fuertes -me gusta eso- y ha dado opiniones concluyentes con 
relación a distintos aspectos que, como tales, tienen el valor de la valentía y al mismo tiempo la condición de 
la subjetividad, lo que no me parece malo. Por lo tanto, son versiones o afirmaciones opinables. Yo he 
coincidido con muchas de las que él ha expresado y he discrepado con otras; presumo que al resto de los 
integrantes de la Comisión les habrá sucedido algo parecido. No es algo malo; lo subrayo como un elemento 
positivo porque indica, entre otras cosas, que están defendiendo postulados en los cuales creen. Nosotros, a la 
hora de legislar, tendremos que hacerlo como corresponde, de acuerdo con lo que entendemos es mejor para 
el interés general, con absoluta independencia de criterio, más allá de las directivas que puedan formularnos 
nuestras respectivas colectividades políticas. Que actuemos con independencia no quiere decir que dejemos 


de incorporar, como estamos incorporando ya, las distintas opiniones y visiones con relación a este o a otro 
tema. La tarea legislativa es apasionante pero sin duda también tiene esas tensiones o cavilaciones 
permanentes entre el ser y el deber ser y entre lo que se quiere y lo que se puede. En esos términos están 
planteadas las cosas. 


El aspecto que específicamente mencionaban con relación a la eventual exoneración de responsabilidad 
penal, estuvo en el análisis que realizara el Directorio del BPS en la Comisión y seguramente está en la 
preocupación de los legisladores, pero no quiero adelantar opinión porque es un tema que hay que estudiar 
detenidamente. Como opinión primaria -hablo en este caso más como abogado que como legislador-, me 
parece que estamos frente a dos planos distintos: uno es el de la responsabilidad penal y otro es el de las 
obligaciones tributarias. Por lo tanto, alguien podrá solucionar sus cuentas con el Banco de Previsión Social 
pero para la Justicia podrá mantener una situación de deuda o de responsabilidad penal. Será la Justicia la que 
en cada caso lo tendrá que determinar. 


El señor Morales preguntaba si el Parlamento puede dictar una ley que exima de responsabilidad penal a 
determinada persona, o que en todo caso la salve de una imputación de apropiación indebida. Poder, puede, 
aunque seguramente no está en el ánimo de nadie hacerlo. Tampoco está en el ánimo del Directorio del 
Banco ni de esta Comisión legislar en material penal. Vamos a analizar el proyecto que envía el Poder 
Ejecutivo desde la perspectiva de las finanzas del Banco de Previsión Social y de un proyecto de 
refinanciación de adeudos. Sin adelantar opinión, imagino que tendremos que prevenirnos para que este 
proyecto no ampare a los deshonestos, pero que dé una oportunidad a aquellos -que seguramente los hay- que 
han tratado de hacer bien las cosas y por distintas circunstancias se han atrasado en sus pagos, o en función 
de la crisis que vivió el país, todavía arrastran la rémora de un sacudón como aquel. 


Hago estos comentarios de carácter general. Sería imprudente profundizar en un tema en el que estamos en 
una etapa preliminar, ya que todavía no hay una propuesta específica. 


No será la última vez que hablemos de estos temas; no será esta delegación la única con la que vamos a 
hablar de esto. Cuando ingrese el proyecto, tendremos que profundizar un análisis con el Banco de Previsión 
Social, sobre la base de una iniciativa específica, viendo la letra chica y los alcances del articulado. También 
tendrán que venir a la Comisión las autoridades del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social a dar su 
opinión, a efectos de que los legisladores nos saquemos las dudas en cuanto a las distintas aristas que tenga 
este proyecto, y por supuesto las partes involucradas. Nos guste o no, las cámaras empresariales son la otra 
parte de la relación laboral, por lo que también será importante conocer su opinión con relación a esto. 


SEÑOR BLASINA.- Tendríamos que formular varias preguntas aclaratorias, pero hoy no va a dar el 
tiempo. 


Complementando lo que dijo el señor Presidente de la Comisión, quiero manifestar que el tratamiento 
parlamentario de este anteproyecto de ley va a estar determinado, en primer lugar, por su envío -creo que la 
delegación sabe esto, pero a veces nos confundimos con las cuestiones de procedimiento- a una de las 
Cámaras, según lo disponga el Presidente de la Asamblea General. En ese momento, cuando el Poder 
Ejecutivo lo envía, adquiere el carácter de proyecto. 


En segundo término, quiero decir que no tengo muy claro cómo se va a enfocar el área de tratamiento de esta 
problemática en el Parlamento. Lo digo ahora; si mañana se dice: "Remítase este proyecto a la Comisión de 
Seguridad Social de la Cámara de Diputados", lo vamos a tratar como si no pasara absolutamente nada. Pero 
quiero advertir que podría darse la circunstancia de que no se trate aquí por las características que tiene el 
proyecto: un enfoque de financiamiento que tiene sus consecuencias bastante obvias en la suerte de mucha 
gente que, como se describió acá, cuando va al Banco de Previsión Social se encuentra muchas veces con 
sorpresas de distinto tipo, por ejemplo esta. 


Yo quería decir esto para que quedara registrado en la versión taquigráfica. Nosotros tampoco tenemos la 
posibilidad de influir demasiado en cuanto a que venga un asunto a esta Comisión, cuando es claro que debe 
ir a otra. Sin perjuicio de ello, creo que tenemos algunos antecedentes y lo que hasta hoy es un anteproyecto. 
También tenemos la versión que, a petición nuestra, da sobre este tema el Directorio del Banco de Previsión 
Social, como consta en la versión taquigráfica. Ahora tenemos la versión que nos da esta delegación. 


¿Por qué digo esto? Porque si el tema no se trata en esta Comisión y, por ejemplo, se entendiera que debe ir a 
la Comisión de Hacienda, no por ello esta Comisión se va a desinteresar totalmente del problema, debido a 
las consecuencias que tiene sobre la seguridad social. Quiero aclarar esto. Yo no estoy asegurando que el 
proyecto no se trate en esta Comisión; lo que estoy diciendo es que existe una duda razonable en el sentido de 
cuál será el destino de este anteproyecto. 


Tendría que formular otros comentarios, pero lamentablemente el tiempo no da. 


SEÑOR MORALES.- Nosotros teníamos conocimiento de que se trata de un anteproyecto de ley y de 
que necesita la iniciativa del Poder Ejecutivo. Sabemos que el Banco de Previsión Social no puede 
ingresar un proyecto de ley por sí, pero nosotros, que alguna experiencia tenemos desde el lado 
parlamentario, sabemos cómo funcionan estas cosas. Como dijo el señor Diputado Blasina, conocemos 
el comportamiento parlamentario y preferimos hacer lo que hicimos con nuestros hijos: moldearlos 
desde chicos. Por eso, quisimos venir temprano a conversar con los legisladores sobre este tema que nos 
preocupa. 


Agradecemos la deferencia que, una vez más, han tenido con nuestra organización. Si este tema se derivara a 
otra Comisión, nosotros concurriremos. Entendemos que este tema tiene que ver con el sistema tributario, 
pero también con la seguridad social. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia de la delegación. 


Esto queda incorporado como un antecedente valioso en el análisis legislativo y lo seguiremos conversando. 


(Se retira de Sala la delegación de la Coordinadora de Jubilados y Pensionistas del Uruguay) 


—Ingresamos al tercer punto del orden del día: "Comisión Permanente para el Tratamiento de las 
Pensiones Graciables. Se crea en la órbita del Ministerio de Educación y Cultura". Este proyecto tiene 
media sanción -por unanimidad- de la Cámara de Senadores y está a consideración. 


SEÑOR BLASINA.- El otro día se hizo referencia a este proyecto que, como dice el señor Presidente, 
ya tiene media sanción de la Cámara de Senadores. Quisiera adelantar algunos hechos de un pasado no 
demasiado lejano. Tuvimos varias conversaciones sobre este tema en particular y también sobre otros. 
Todo eso quedó registrado, fundamentalmente las conversaciones que tuvimos con el Ministerio de 
Educación y Cultura. No voy a decir que había un compromiso explícito, pero daba la sensación de que 
había ánimo de dar a las pensiones graciables un tratamiento distinto al que se les dio hasta ahora. 


La creación de esta comisión, que naturalmente tendrá la obligación de estudiar los casos que se presenten, 
significará una ayuda muy importante, tanto para el Ministerio, porque tratará específicamente estas 
pensiones, como para la transparencia que debe existir en estos asuntos. Es objetivo decir que en la mayoría 
de los casos de pensiones graciables actuamos confiando en la buena fe. En los cinco años de la Legislatura 
anterior esta Comisión no rechazó ninguna solicitud, viniera planteada como aspiración, a través de una 
minuta de comunicación, o con iniciativa del Poder Ejecutivo, basándose en que el Ministerio habría 
cumplido con lo que marca la ley al respecto, es decir, verificar -primera condición- si la persona había hecho 
determinados aportes al país y -segunda condición- cuál era su situación económica. 


A fuer de sincero -esto no tiene color político; es una cuestión horizontal-, a veces nos sentíamos ciertamente 
presionados por la fuerza de la costumbre, y no es bueno actuar así en el ámbito legislativo. Creo que es 
importante que la comisión que se crea estudie los casos, reciba a los peticionantes, recabe información y no 
se limite a otorgar o rechazar una solicitud de pensión graciable, lo que corresponderá a un estudio de la 
situación de la persona en las dos dimensiones que plantea el proyecto. Siempre nos quedó la duda a este 
respecto. Inclusive, en las conversaciones que mantuvimos en la Legislatura pasada, el tema estaba 
subyacente; es una cuestión delicada, y con esto no quiero atribuir intencionalidad. Lo cierto es que en el 
caso de las solicitudes de pensiones graciables actuábamos, diría, casi mecánicamente, dando por bueno el 
hecho de que todas reunían las condiciones establecidas por la ley. 


Creo que este proyecto ayudará al Ministerio y al Parlamento, ya que cuando se vote una pensión graciable 
habrá certeza de que antes hubo una instancia en que se estudió el caso y por eso se recomienda -ese es el 
cometido de la comisión- al Ministerio de Educación y Cultura que envíe el proyecto respectivo al 
Parlamento, previa aprobación del Poder Ejecutivo. El estudio previo es el elemento nuevo, y creo que 
favorece, insisto, al Ministerio, porque le da mayores garantías, y al Parlamento, ya que se sabrá que esta 
comisión estudió el caso y, tal vez, cuando el Poder Ejecutivo envíe el proyecto respectivo, se adjunte -sería 
muy importante- el informe del trabajo de la comisión, lo que nos ayudará a todos a despejar 
susceptibilidades. 


Repito que no quiero hacer juicios de valor ni mirar hacia atrás. Me parece que ya en la Legislatura pasada 
existía cierto ánimo para avanzar en este sentido, a pesar de que explícitamente no se hubiera resuelto que el 
mecanismo debería ser el que se plantea en el proyecto. En este sentido, el proyecto contempla lo que 
conversamos en la Legislatura pasada, y con lo que prácticamente estábamos todos de acuerdo. 


Por lo tanto, sugiero que se apruebe este proyecto. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Comparto los argumentos expresados por el señor Diputado Blasina. 


Creo que es un proyecto de ley positivo que, sin duda, contribuirá a objetivar y dar un poco más de orden, y 
por tanto de garantías y certezas, a todas las partes. Más allá de que, históricamente, la función se viene 
cumpliendo en el ámbito de la administración, me parece bueno que reglamentemos, por la vía de establecer 
una comisión -a la que, además, asignamos plazos específicos para su pronunciamiento y posterior 
seguimiento de las giros que se adopten en esta materia-, y que se proceda en esa dirección. 


Tal vez no fuera ni siquiera necesario crear este mecanismo por vía de una ley; es decir, en la medida en que 
estamos en el plano administrativo, el propio Poder Ejecutivo podría autorreglarse y establecer un ámbito de 
estas características en los términos que prevé este proyecto, pero rescatemos la circunstancia de que al 
hacerlo a través de una ley estamos dando a la solución una mayor jerarquía. 


Por lo tanto, creo que es positivo que procedamos en este sentido; adelanto mi voto favorable a esta 
iniciativa. 


SEÑOR PÉREZ (don Esteban).- Estoy totalmente de acuerdo con este proyecto porque da 
cristalinidad a un procedimiento que contemplaba situaciones de justicia, lo que acentúa el prestigio 
del Poder Legislativo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota) 


Tres en tres: AFIRMATIVA. Unanimidad. 


Mociono para que el señor Diputado Blasina sea el miembro informante. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota) 


Tres en tres: AFIRMATIVA. Unanimidad. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


